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INTRODUCCIÓN

La  puesta  en  marcha del  programa Forma Joven1,  que atiende  a  adolescentes  y
jóvenes en su entorno plantea a los profesionales una serie de condicionantes que
distan de la mera intervención sanitaria o educativa en salud (Escuela Andaluza de
Salud Pública –EASP-, 2009); este acercamiento debe dotar a estos profesionales de
una capacitación  específica para  intervenir  en sujetos menores de edad, en fases
distintas de desarrollo de su madurez psicológica y sin plena capacidad jurídica pero
con derechos personales que ser respetados2. El trato con los jóvenes debe preparar
al profesional de la salud para establecer relaciones de confianza y respeto mutuo, y
debe capacitarlo para aplicar ciertas estrategias útiles que  esquiven las dificultades de
la entrevista, sobre todo con el adolescente poco comunicativo o no colaborativo.

Los jóvenes son celosos de su intimidad y no suelen tener percepción de enfermedad,
por lo cual a veces se niegan a reconocer molestias físicas o psicológicas a pesar de
que están en una importante etapa vital, donde problemas de salud que afloran ahora
o que venían manteniéndose desde la infancia, si no se identifican o no se intervienen
pueden tener una irremisible trascendencia a lo largo de sus vidas. Puesto que en
términos generales los jóvenes gozan de buena salud1, lo habitual es que estén poco
familiarizados en la relación con los sanitarios; ya sea porque los frecuentan poco y
porque a veces, a determinadas edades, los consideran demasiado próximos a sus
padres,  por  lo  cual,  no  tienen la  percepción  de que los  profesionales  del  sistema
promocionen su bienestar. 

En la adolescencia el cerebro se modela sentando las bases para que se refuercen las
conexiones neuronales que serán necesarias para facilitar su adecuada maduración
La etapa etaria entre los 10 y los 20 años van a ser claves para ejercitar el sistema
nervioso, estimular el aprendizaje, organizar los razonamientos, controlar los impulsos
y para elaborar un pensamiento abstracto, funciones que se mantendrán a lo largo de
su vida 4. 

El  profesional  que  atiende  a  los  jóvenes  debe  conocer  los  procesos  mentales
biológicos y psicológicos que acontecen en la adolescencia para identificar mejor el
grado de madurez y capacidad suficientes para que tomen decisiones sobre sí mismo;
madurez y capacidad son términos ambos sujetos a interpretaciones subjetivas y con
amplia variabilidad entre los adolescentes ya que se ven influenciados por elementos
como la edad, el género o el entorno. Por ello, se deben establecer criterios claros
para  reconocer  cuándo  se  posee  la  madurez  o  capacidad  moral  suficientes  para
discernir  lo  que es  bueno o  malo.   Tradicionalmente  se  establecía  que  los  niños
distinguían estos conceptos a los 7 años,  lo  que se llamó “uso de la  razón”2. Los
trabajos  de  Piaget,  y  de  Kolhberg,  trataron  de  establecer  y  reconocer  el  proceso
evolutivo que lleva a los niños en la primera infancia a identificar las reglas morales
como si fueran reglas físicas o reglas de juego5, hasta que empiezan a elaborar un
reconocimiento moral más complejo. Describieron así los niveles del desarrollo moral 6

hasta  adquirir  la  condición  de  personas  con  plena  autonomía,  y  por  consiguiente
responsables de sus actos, sujeto a derechos y obligaciones. 

Realidades  como la sentencia del  caso  Schloendorff  versus Society of  New York
Hospitals en 1914, 20 («Todo ser humano de edad adulta y juicio sano tiene derecho a
determinar lo que debe hacerse con su propio cuerpo, y un cirujano que realiza una
intervención sin el consentimiento de su paciente comete una agresión por la que se le
pueden reclamar legalmente daños»), que situaban a los médicos ante dilemas éticos
difícilmente solucionables sin una reflexión multidisciplinar, abrieron las puertas a que
se desarrollaran los principios de la Bioética. El proceso natural y consecuente ante el
reconocimiento  de  nuevos  derechos,  los  progresos  de  la  democracia  social  y  la
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generalización de los servicios sanitarios, al unísono de avances en los conocimientos
de la  evolución,  desarrollo y maduración de la  conciencia moral,  ha llevado a una
actualización de los marcos normativos que legislan los aspectos más comprometidos
de la actuaciones de los sanitarios con sus pacientes en general y especialmente con
los jóvenes. 

CONCEPTOS

Antecedentes

Etimológicamente  los  términos  ética y  moral tienen  orígenes  distintos,  aunque
conceptualmente son parecidos. La palabra ética proviene del griego "ethos" "ἔθος"
que se traduciría por "carácter" o "forma de hacer,  forma de ser” y el sufijo "-ικος"
(ico=“relativo a”); curiosamente, el término "moral" viene del vocablo latino "moris", que
significa "relativo a las costumbres", que podría entenderse como el mismo concepto.

La filosofía distingue el concepto ética del concepto moral y, por consiguiente,  le da
diferentes significados; si bien son términos muy similares, no debemos confundirlos,
ya que hablamos de  moral cuando se refiere a  las normas, costumbres,  hábitos,
creencias, tabúes y convenios pertenecientes a una determinada cultura o sociedad
que  pueden  cambiar  a  lo  largo  del  tiempo  y/o  de  las  características  de  una
determinada  comunidad;  mientras  que  hablamos de   ética,   cuando  se  refiere  al
estudio  sistemático  y  fundamentado  de  los  valores  morales  que  guían  el
comportamiento humano en la sociedad, es decir el porqué del comportamiento. 

El término bioética es un neologismo acuñado por el oncólogo Van Rensselaer Potter
en la monografía “Bioethics: bridge to the future" (Bioética: un puente hacia el futuro);
el término bioética tuvo muy buena acogida desde el comienzo, ya que los avances
científicos y los nuevos dilemas éticos le daban un fundamento más que justificado al
redimensionar la clásica Deontología médica que enunció Hipócrates en el siglo V a.
C. y otros (Juramento Hipocrático o consejos de Esculapio). Pero mientras crecía la
popularidad de la bioética, también aumentaba  su indefinición (los biólogos y ecólogos
entendían que ese término se refería más a la concienciación de la sociedad por los
daños sobre el medio ambiente), y por otro lado, que al ser una disciplina surgida de
médicos y biólogos y no de filósofos se ha reforzado más el término bioética frente al
alternativo de “ética biomédica” que quedaría más congruente como una rama de la
filosofía 10.

No es fácil  dar una respuesta clara y definitiva para delimitar cuándo los humanos
llegan a  ser  moral  y  jurídicamente responsables de sus actos.  Los jóvenes saben
identificar las situaciones en las que se les puede responsabilizar de sus conductas,
siendo esto de vital importancia ya  que nos ayudará a distinguir la madurez moral de
la capacidad moral, y por tanto la determinación de la edad jurídica y de la capacidad
suficiente que les faculten a tomar decisiones para dar consentimiento o no en las
intervenciones sanitarias. . 
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Moral 

La moral es la suma de todas las reglas aplicadas en la vida cotidiana y que son
utilizadas por los ciudadanos y las utilizan continuamente. Son normas que orientan y
guían las acciones y juicios de los individuos sobre lo que es, correcto o incorrecto o
inmoral,  bueno  o  malo.  Va  a  centrarse  el  análisis  en  distintos  niveles,   como  el
filosófico  o  el  cultural,  de  determinados  conceptos  como  son  el  bien  y  el  mal
relacionados con la conducta del ser humano dentro de una cultura o sociedad. La
moral se diferencia de la ética por ser una disciplina más descriptiva, definiendo los
comportamientos más aceptados por la sociedad, siendo menos teórica y abstracta
que la segunda, que surge dentro de una comunidad al contrario que la ética que parte
de reflexiones individuales que las aplican a su vida. La moral es más impositiva y
coercitiva, a diferencia que la ética que depende de elecciones volitivas y conscientes
pretendiendo  ser  universales  que  puedan  eludir  las  normas  morales  y  variables
locales. 

Ha sido una preocupación constantes de filósofos psicólogos, pedagogos y filósofos
conocer el desarrollo en los seres humanos de la moral y del reconocimiento de lo
bueno y lo de malo. Quizás las teorías más aceptadas serán las del biólogo suizo Jean
Piaget  y  las  del  psicólogo  norteamericano  Lawrence  Kohlberg  y  aportaciones
posteriores de Carol Gilligan que distingue las diferencias de género en el desarrollo
moral. 

Jean  Piaget  establece  que  el  niño  evoluciona  desde  un  estadio  previo  llamado
premoral a otro en el que admitirá que existe un reconocimiento de la autoridad de
determinadas normas. Las etapas serían: 
• Desde los 3 años a los 8 años: el niño asimila las reglas morales como si fueran

leyes físicas y,  por tanto,  existen y no se plantea desvincularlas con normas y
valores humanos. Identifica lo moral con lo real, ya que lo considera como verdad
absoluta,  sagrada  e  inmutable.  La  actitud  ante  las  reglas  morales  no  sería
autónoma sino que se aceptan de forma heterónoma. 

• Desde los 8  a  los  11  años,  los  niños  evolucionan interiorizando esas  normas,
distanciándose  de  las  demandas  externas  hacia  convencimientos  propios,
volviéndose más autónomas. Entendiendo en su interior que el trato debería ser
igual para todos en todas las circunstancias (principio de igualdad o justicia) 

• A los 12 años los niños pueden reconocer que el principio de igualdad puede ser
modificado ya que las circunstancias también pueden variar (criterio de equidad).

Según Lawrence Kohlberg la evolución de la conciencia moral de las personas pasa
por tres niveles y seis grados.  Las edades que limita cada etapa son en términos
generales ya que algunas personas pueden quedar estancadas en algunos de los
niveles por debajo de la edad biológica. En el adulto ocurre más una estabilización que
de aparición de nuevas formas de pensamiento o niveles más elevados Tabla I)

• Nivel preconvencional: mayoría de los niños hasta los 10-12 años.
• Nivel convencional: es el más frecuente entre los adultos. 
• Nivel  posconvencional:  la  alcanza un número reducido  de personas y en

edades más bien tardías.

El  primer  nivel  o  preconvencional:  sobre  los  4  y  los  11  años  de  edad  y  se
caracteriza porque las personas van actuar por controles externos (heterónoma). Se
atienden a las normas para evitar castigos u obtener recompensas e incluso por mero
egoísmo. Se diferencian dos etapas dentro de este nivel: 
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• Etapa  1 (moralidad  heterónoma)  que  Kohlberg  denominaba  como  la  de
"orientación hacia el castigo y la obediencia". Lo malo o bueno de un acto está
mediado por las consecuencias (premio-castigo). En ese sentido, los actos que
el niño realiza son siempre pensando en evitar el castigo. El niño entiende que
el castigo va inherente a la mala acción cometida, es decir que ocurre de forma
automática.  El  pensamiento  cognitivo  del  niño,  todavía  no  está  del  todo
desarrollado, encontrándose una etapa preoperacional, siendo su pensamiento
es más intuitivo que lógico

• Etapa 2 (moralidad individualista, hedonista e instrumental), también llamada
del  "hedonismo ingenuo".  Se acatan las  reglas con fines  egoístas,  estando
todavía presenta la moral material. Aquí surgirá un nuevo elemento de juicio
que será la justicia. El individuo piensa que está bien atender al prójimo, pero
siempre desde una perspectiva de intercambio, es decir, si hago algo por ti, tú
tendrás que hacer algo por mí. Este pensamiento es más elaborado puesto que
ya no delega en otro para construir la moral, aunque sean simples y egoístas,
en definitiva lo que me suponga un malestar será lo malo y lo que me reporte
beneficio será lo bueno. 

Segundo  nivel  o  convencional:  Éste  es  el  nivel  de  juicio  moral  propio  de  la
adolescencia y es la que mayoría de personas poseen ya que es lo que se espera de
los miembros de la sociedad (lo convencional o admitido). Se distinguen dos etapas: 

• Etapa 3 (orientación hacia las relaciones interpersonales o del niño bueno). Lo
importante ahora es ser aceptado por el grupo, por lo tanto la moral va a girar
en torno a los demás. Lo correcto será aquello que agrade o ayude a los otros
y en qué medida serán aceptado por ellos. Hacer el bien para ser una “buena
persona”, leal, y agradable. Esta etapa marca la entrada del preadolescente
nivel convencional. 

• Etapa 4 (orientación hacia el orden social o preocupación y conciencia social),
se desarrolla durante la segunda mitad de la adolescencia, siendo la etapa más
alta a la que llegan la mayoría los adultos. Lo bueno es obedecer a la norma,
no por temor al  castigo sino por  la  creencia de que es bueno para que la
sociedad funcione mejor  y  sea estable y  no exista el  caos en ella,  que se
consigue con el respeto a las leyes y a la autoridad.

Tercer  nivel  postconvencional:  Muy  pocos  adultos  consiguen  tener  un  juicio
postconvencional. Al igual que en los otros dos niveles se distinguen dos etapas:

• Etapa 5  (orientación hacia el contrato social) la moral supone la participación
voluntaria en un sistema social aceptado, ya que la creación de un contrato
social es mejor para uno mismo y los demás, que su carencia, pero entienden
el porqué de las leyes y en base a eso pueden las criticarlas o defenderlas, ya
que para ellos no son eternas y pueden cambiarlas para mejorarlas. 

• Etapa 6 (orientación al principio ético universal) aquí es el individuo es el que
crea  sus  propios  principios  éticos  que  son  comprensivos,  racionales  y
universalmente aplicables. Estos principios van más allá de las leyes, y se trata
de conceptos morales abstractos.  La persona construye su moral  acorde a
cómo cree que la sociedad debería existir y no a como la sociedad le impone.
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TABLA I DESARROLLO MORAL*

NIVEL ETAPA DESCRIPCIÓN

NIVEL I
PRECONVENCIONAL

De a 4 a 12 años

Etapa 1:  Moralidad
heterónoma

Lo malo o bueno de un acto está mediado de forma 

automá�ca por las consecuencias (premio-cas�go)

Etapa 2: Moralidad
instrumental

Se acatan las reglas con fines egocéntricos y hedonistas: 

“hago algo para el prójimo para recibir también de él”

NIVEL II
CONVENCIONAL

De adolescencia  a
adultos

Etapa 3: Moralidad
interpersonal

Lo correcto será aquello que agrade o ayude a los otros, para

así ser aceptado en el grupo

Etapa 4: Conciencia
social

Lo bueno es obedecer a la norma, no por temor al cas�go, 

sino por la creencia de que es bueno para que la sociedad 

funcione mejor 

NIVEL III
POSTCONVENCIONA

L
Adultos (no todos)

Etapa 5: Contrato 
social

La moral supone la par�cipación voluntaria en un sistema 

social aceptado, ya que su mantenimiento es mejor para uno

mismo y los demás que su carencia

Etapa 6: É+ca 
Universal

Los principios son los principios universales de la jus�cia: la 

igualdad de derechos de los seres humanos y el respeto a su 

dignidad de individuos

* Lawrence Kolberg

Ética

La ética se concibe como un conjunto de conocimientos derivados de la investigación
de la conducta humana al tratar de explicar las reglas morales de manera racional,
fundamentada, científica y teórica. Es una reflexión sobre la moral. La Real Academia
de la Lengua Española (RAE) la define como la parte de la filosofía que trata del bien y
del fundamento de sus valores. Como decía Fernando Savater 7, la ética es el arte de
vivir, de saber vivir y  por lo tanto el arte de discernir lo que nos conviene (lo bueno) y
lo que no nos conviene (lo malo).

La  ética  tuvo su origen en los comienzos  de la  filosofía  en la  Antigua Grecia;  se
crearon numerosas escuelas que sentaron las bases de la ética clásica: desde los
sofistas, pasando por Sócrates y los trabajos ético-filosóficos de Platón, hasta los de
su discípulo Aristóteles; otros múltiples movimientos que florecieron en la antigüedad
clásica,  como  el  estoicismo  o  el  epicureísmo,  manifestaron  su  visón  de  la  ética
filosófica. En la Edad Media, en el mundo occidental se impuso  la ética cristiana que
se  fue  expandiendo  posteriormente  a  otros  continentes  con  los  movimientos
expansivos de la era de los descubrimientos.  Más adelante,  también en Occidente,
filósofos como Descartes, Hume o Kant elaborarían ideas siguiendo a los maestros
griegos y contribuyen así a crear la esencia de los conceptos éticos que perduran
hasta nuestro tiempo. Desde los comienzos de la filosofía, también se ha tratado la
problemática que plantea el conocer la capacidad moral y de juicio de los jóvenes;
Aristóteles se planteaba en su libro de Ética a Nicómaco  8 que si bien los jóvenes
pueden poseer Entendimiento generalmente también van a carecer de la Prudencia, la
necesaria para facilitar la deliberación  y en última instancia el buen juicio. En 1989, en
la ciudad de Ginebra se celebró un congreso de ética y legislación sobre los menores
y se consensuó un tratado internacional  conocido como la Convención de Ginebra
sobre los Derechos del Niño, donde reconoce a niños y niñas el derecho a que se
respeten sus derechos fundamentales y el acceso de asistencia jurídica. Además se
les reconocerá el derecho a expresar libremente su opinión y que se tengan en cuenta
todos aquellos aspectos que le afecten 15.
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La  ética  intenta  explicar  diferentes  aspectos  que  son  cruciales  para  entender  el
comportamiento humano, entre muchos otros tenemos la libertad humana que está
limitada por la influencia de la sociedad o la cultura, la objetividad o subjetividad de los
valores, la preeminencia entre el fin y los medios, los diversos sistemas morales que
nos obligan a aceptar tal o cual conducta.

La conducta humana sigue orientaciones o criterios que suelen ser analizados desde
las perspectivas de la ética; dichos criterios serían:

1. Criterios basados en el placer y los instintos y evitar el dolor, normal entre los
niños y adultos que no han tenido una educación en valores

2. Criterios basados en el super yo que se orienta de forma rígida hacia valores
adquiridos desde la infancia y que se mantienen a lo largo de la vida

3. Criterios basados en la presión social, en función de la moda y propaganda, el
individuo actuaría por responsabilidad o por simple inercia.

4. Criterios basados en la  legalidad la conducta se guía de una forma cómoda
por medio de normas y leyes que constan en algún código. 

5. Criterio  axiológico:  basado  en  los  valores  percibidos internamente,  se
considera un criterio valioso y digno de llamarse conducta ética.

6. Criterio basado en el yo profundo: actúa en función de valores que pueden ser
o no ser suyos.  Es la  capacidad de optar  por  un valor  determinado.  El  yo
profundo es lo que verdaderamente distingue a cada individuo

Bioética

La  Encyclopedia  of  Bioethics define  la  bioética como el  “estudio  sistemático  de la
conducta humana en el ámbito de las ciencias de la vida y del cuidado de la salud,
examinada a la luz de los valores y de los principios morales”9.  Las  razones  para  el
nacimiento  de la  bioética10 tiene su origen en la  revolución biológica molecular  (el
descubrimiento  del  código  genético  y  los  avances  tecnológicos   sobretodo  en
ingeniería genética con posibilidad de manipular el genoma), y la revolución médico-
sanitaria  con  tres  importantes  condicionantes:  mayor  autonomía  y  capacidad  de
decisión  del  enfermo,  las  transformaciones  tecnológicas  y  el  diseño de la  política
sanitaria.  En  ninguna  otra  época  como  la  nuestra  se  han  planteado  tanto  y  tan
complejos problemas morales a los sanitarios que requirieran  la adecuada formación
ética de los profesionales de la salud. En abril de 1997 la Unión Europea elabora un
convenio relativo a los derechos humanos y la biomedicina, ratificado por el Gobierno
de España en 1997, conocido como el Convenio de Oviedo 35 que, en su artículo 1
declara que las autoridades europeas se comprometen a proteger “…al ser humano en
su dignidad y su identidad y garantizarán a toda persona, sin discriminación alguna, el
respeto  a  su  integridad  y  a  sus  demás  derechos  y  libertades  fundamentales  con
respecto a las aplicaciones de la biología y la medicina”. En su artículo 2 (“primacía del
ser  humano”)  proclama   que  “el  interés  y  el  bienestar  del  ser  humano  deberán
prevalecer sobre el interés exclusivo de la sociedad o de la ciencia”.

Frente  al  modelo  clásico,  de atención vertical  en la  relación  sanitario-paciente (yo
mando-tú obedeces), cobra vigencia otro modelo más horizontal en el que el sanitario
sigue siendo el que sabe cómo curar (beneficencia), pero el paciente acude guiado por
su libertad, es decir, de forma autónoma, por lo que cual, si en un momento dado éste
decide  no acatar  las  indicaciones  deberá  ser  respetado en ese derecho.  Esto  no
estará  exento  de  conflictos  o  dilemas  éticos  entre  principios  básicos  a  los  que
tendremos que añadir el papel de la sociedad que aportará el principio de justicia. Hay
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motivos  para  afirmar  que  esta  nueva  relación  sanitario-paciente  es  mucho  más
conflictiva que en ningún momento de la historia, pero no es aventurado decir que es
mucho más humana; esta paradoja está en el origen de la bioética 10.  

La responsabilidad moral de los sanitarios se fundamentaban clásicamente en tres
principios  organizadores  éticos:  beneficencia,   autonomía  y  no  maleficencia.  El
principio de beneficencia está implícita en la  relación básica de la relación que se
establece entre un paciente que busca una solución a su mal y el profesional que le
puede ofrecer un remedio o cura y que desde los tiempos de Hipócrates se acompaña
del principio de no maleficencia (“primun non nocere” de los clásicos) por el que se
procura evitar cualquier posible daño o sufrimiento físico o mental innecesario. En el
principio de autonomía, en el caso que nos concierne de los adolescentes, se ha de
considerar  también la  opinión de los padres o quienes ejerzan la  patria  portestad.
Estos principios iniciales se establecieron de forma explícita en el informe Belmont11 en
1978, donde se plantearon los “Principios Éticos y Pautas para la Protección de los
Seres Humanos en la Investigación”. A partir de entonces se esbozan  más principios
respondiendo a situaciones más complejas que no resolvía el Código de Nuremberg12,

tras los terribles experimentos con seres humanos que se dieron durante segunda
guerra mundial3. Estos principios serían el de respeto a la autonomía de  las personas
y derecho a la protección en casos de disminución de su autonomía. Surgieron así
prácticas  actuales  como  son  la  aplicación  de  consentimientos  informados  o  la
valoración de riesgos/beneficios a la hora de la toma de decisiones. 

En 1979 Tom L. Beauchamp y James. F. Childress13, definieron los cuatro principios
de la bioética moderna que son la no maleficencia y justicia (del ámbito público, donde
interviene el médico), y beneficencia y autonomía (del ámbito privado, donde opina el
adolescente y su familia). Plantean el consentimiento informado alegando al principio
de  autonomía;  en  el  principio  de  no  maleficencia  plantea   la  cuestión  de  los
tratamientos  opcionales  y  necesarios  en  relación  a  los  cuidados  paliativo  en
terminales; en el principio de beneficencia, se habla del paternalismo y los conflictos
que se plantean, y el papel que juega la ponderación de beneficios-costes, calidad de
vida y posibles riesgos en las políticas sanitarias; y por último en el principio de justicia
plantea  los  problemas  derivados  de  la  distribución  y  cobertura  de  los  recursos
sanitarios 14. 

En definitiva los principios en los que se basa la bioética serían:

• Principio  de  Beneficencia:  debe  procurarse  el  bienestar  de  las  personas,
procurando que realicen su propio proyecto vital para alcanzar la felicidad.

• Principio de No-Maleficencia:  se debe evitar  algún daño físico,  psíquico o
moral a las personas al aplicarle intervenciones terapéuticas o diagnósticas,
por  la  cual  se  deberán evitar  aquellas  que sean inseguras o  sin  evidencia
suficiente y menos aún incorrectas o contraindicadas desde el punto de vista
de  la  evidencia  científica  y  además  de  proteger  la  integridad  física  y  la
intimidad.

• Principio de Autonomía: respetar que las personas gestionen su propia vida y
tomen  sus  propias  decisiones  respecto  a  su  salud  y  enfermedad.  Todo
paciente debe ser respetado como autónomo, responsable moral y legal de sus
propias decisiones. Deberá tenerse en cuenta su libertad y responsabilidad. 

• Principio de Justicia: se deberá procurar el acceso no discrimatorio, eficiente
y equitativo a las intervenciones sanitarias a todas las personas que lo precisen
en función de los recursos disponibles.

Los conflictos éticos surgen cuando se quiere mantener un equilibrio entre principios
(ver TABLA II). Por ejemplo un intento de hacer bien (beneficencia) puede oponerse al
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principio de autonomía; pero debemos considerar que el principio de no maleficencia y
el de justicia se consideran universales o de bien común y obligan aún en contra de la
voluntad de las persona y van a primar sobre el de autonomía y beneficencia y por
tanto tendrían prioridad en caso de conflictos  entre ellos. Para resolver los conflictos
podemos  usar  dos  niveles:  el  nivel  1  (no  maleficencia  y  justicia)  y  el  nivel  2
(beneficencia  y  autonomía).  Siguiendo  este  argumento,  tendríamos  una  ética  de
mínimos o  del  nivel  1  (es  la  ética  pública  que  está  garantizada  por  el  Estado y
plasmado en las leyes para que se respete la integridad física –no maleficencia- y se
evite la discriminación social –justicia- , son los mínimos que todos debemos cumplir
por igual y marca lo que no se debe-puede hacer y lo que todos estamos obligados) y
una ética de máximos o del nivel 2 (es la ética privada o particular  que no se puede
imponer y son máximos morales y corresponden a los principios de autonomía y de
beneficencia).  Para  resolver  los  dilemas  éticos  podemos  usar  el  nivel  de  las
consecuencias,  en la que se analiza los efectos de haber aplicado uno u otro;  y
suele  ocurrir  que  es  más  difícil  justificar  una  excepción  que  suponga  el  no
cumplimiento de  un determinado principio cuando es del  nivel 1 (no maleficencia y
justicia) que cuando lo es del nivel 2 . 

En  definitiva,   si  el  conflicto  se  establece  entre  diferentes  niveles  se  aplica  la
Jerarquización por  Nivel de manera que los principios del nivel 1  se anteponen, ya
que tienen carácter público y  son exigibles, frente a los del nivel 2 que pertenecen al
ámbito privado de cada persona. Si el  conflicto se da en el  mismo nivel  podemos
aplicar distintos modelos: 
• Modelo  principialista:  Se  aplicará  según  las  normas  que  dictan  las  guías

deontológicas
• Modelo consecuencialista:  Se aplicará ponderando los beneficios,  satisfacción y

utilidad de los resultados que se obtendrían
• Modelo  integrativo:  Se aplicará  analizando  los  componentes  éticos  (principios),

morales  (normas),  consecuencialistas  y  contextuales  (relación  médico-paciente,
sistema sanitario, etc.).

TABLA II PRINCIPIOS Y CONFLICTOS DE LA BIOÉTICA

NIVEL PRINCIPIOS CONFLICTOS RESOLUCIÓN

NIVEL 1
Universales o de 

bien común, 

obligan incluso 

en contra de la 

voluntad de las 

personas

NO-MALEFICENCIA
Evitar algún daño 0sico, 

psíquico o moral a las 

personas al aplicarles 

intervenciones 

terapéu�cas o 

diagnós�cas, protegiendo

la integridad 0sica y 

psíquica  y la in�midad.

ÉTICA DE MÍNIMOS
Es la é�ca pública que 

está garan�zada por el 

Estado y plasmado en 

las leyes para que se 

respete la integridad 

0sica (no maleficencia) y

que se evite la 

discriminación social  

(jus�cia); son los 

mínimos que todos 

debemos cumplir por 

igual, y marca lo que no 

se debe o no se puede 

hacer y a lo que todos 

estamos obligados

JERARQUIZACIÓN POR NIVEL
Los  principios  del  nivel  1   se

anteponen,  ya  que  �enen

carácter público y  son exigibles,

frente  a  los  del  nivel  2  que

pertenecen  al  ámbito  privado

de cada persona

EN EL MISMO NIVEL

Modelo principialista
Se aplicará según las normas 

que dictan las guías 

deontológicas

Modelo consecuencialista
Se aplicará ponderando los  

beneficios, sa�sfacción y  

JUSTICIA
Acceso no discriminato-

rio, eficiente y equita�vo 

a las intervenciones 

sanitarias en función de 

los recursos disponibles.

BENEFICENCIA ÉTICA DE MÁXIMOS
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NIVEL PRINCIPIOS CONFLICTOS RESOLUCIÓN

 
NIVEL 2
Del bien indivi-

dual, estarían en 

el nivel subje�vo 

de lo que no 

es exigible legal-

mente, pero sí 

moralmente

Procurar el bienestar de 

las personas para alcanzar

la felicidad.

Es la é�ca privada o 

par�cular  que no se 

puede imponer, al ser 

los máximos morales 

que  responden al deseo

del bien ajeno 

(beneficencia) y  del 

respeto  al proyecto 

vital e ideales de cada 

persona (autonomía)

u�lidad de los resultados que se

obtendrían

Modelo integra+vo
Se aplicará analizando los 

componentes é�cos 

(principios), morales (normas), 

consecuencialistas y 

contextuales (relación médico-

paciente,  sistema sanitario, 

etc.).

AUTONOMÍA
 Respeto para ges�onar la

propia vida decidiendo 

sobre la salud y la 

enfermedad, teniendo en 

cuenta la libertad y 

responsabilidad

Madurez y capacidad

Los estudios de psicología evolutiva de la moral prueban que la mayor parte de los
adolescentes alcanzan su madurez moral bastante antes de la edad considerada de
mayoría de edad, y lo sitúan entre los 13 y los 15 años (Ver Tabla III). La idea clásica
de minoría de edad llevaba implícito el reconocimiento de la incapacidad de decidir,
pero la evolución del Derecho Civil ha llevado a cuestionarse esta situación, por lo que
se ha ido fraguando la idea de lo que se ha dado en llamar la  Doctrina del Menor
Maduro,  en la cual  el  reconocimiento de las decisiones va a depender más de la
capacidad que de la edad biológica.

TABLA III EVOLUCIÓN DE LA MADUREZ

EDAD ESTADO DECISIONES 

Menos de 7
años

Incapacidad plena de juicio, discernimiento y 

autonomía

Las decisiones recaen directamente 

en los padres

Entre
7 y 12 años

Se adquieren progresivamente las capacidades de 

decisión y de evaluación de las consecuencias de los 

actos

Las decisiones deben ser autorizadas 

por los padres

Entre
12 y 16 años

La capacidad de autodeterminación es rela�va, por 

lo que deberá ser complementada y perfeccionada 

por sus padres. Algunos actos pueden tener 

repercusiones legales.

Las decisiones deben  ser 

compar�das entre padres e hijos, 

por lo que éstos deben ser oídos.

Entre
16 y 18 años

Se les reconoce capacidad suficiente, sobretodo 

referente a los derechos de la personalidad (la salud,

la vida, la integridad 0sica, etc…)  

Pueden tomar decisiones sobre su 

salud, salvo casos de intervenciones 

de riesgo que los padres deberán ser 

informados y casos especiales 

legislados (ensayos clínicos, técnicas 

de reproducción asis�das, IVE,…)

Más de
18 años

Capacidad psicológica y 0sica suficiente que permite 

a una persona gobernarse, tomar decisiones por sí 

misma y ser responsables de sus actos

Pueden decidir libremente sobre sus 

derechos legales y de la personalidad
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.
Menor maduro es un término legal y ético para designar a las personas menores de
edad desde el punto de vista legal,  pero con capacidad psicológica suficiente para
involucrarse en la toma de decisiones relacionadas con el derecho de la personalidad
(que incluye el derecho a la  vida,  a la salud y a la libertad)17.  Los derechos de la
personalidad y otros derechos civiles pueden ser ejercitados por el individuo desde el
mismo  momento  en  que  éste  es  capaz  de  disfrutarlos,  lo  que  puede  suceder,  y
seguramente sucede con gran frecuencia, bastante antes de los 18 años. Se establece
un límite por encima de los 12 años, en el que el adolescente puede alcanzar un grado
de madurez suficiente para participar de sus derechos y por tanto de responsabilidad y
capacidad para sus decisiones. Antes de esa edad, se considera a los menores de 7
años la condición de incapacidad plena, con ausencia de juicio y discernimiento, no
siendo aún conscientes de su condición de seres autónomos. Entre los 7 y 12 años se
van adquiriendo  progresivamente  algunas de las  características  que construyen la
personalidad y que van a permitir el desarrollo de la capacidad de decisión y la de ser
capaz de evaluar las consecuencias de sus actos; por ello, antes de los 12 años las
decisiones deberán ser autorizadas por sus padres. Entre los 12 y 16 años los actos
pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos aspectos determinados por
las  leyes.  La  capacidad  de  autodeterminación  es  relativa,  por  lo  que  deberá  ser
complementada y perfeccionada por sus padres o representantes legales, así que se
deberá requerir un consentimiento compartido de las voluntades de los padres e hijos.

No todas las intervenciones en el ámbito sanitario tienen la misma transcendencia;
según James Drane el nivel o umbral de la capacidad es móvil y va a depender del
tipo decisión que hay que tomar16.  Drane describe tres niveles de decisiones y los
criterios necesarios para hacerlas efectivas:

• Nivel  I:  En  este  nivel  se  sitúa  en  las  decisiones  de  consentimiento  a
intervenciones de elevado beneficio y bajo riesgo para el paciente. Se guían
por  dos  criterios  para  alcanzar  una  capacidad  mínima:  conciencia y
asentimiento.

• Nivel II: en este nivel se encuentran las decisiones las intervenciones médicas
de eficacia dudosa. El estándar de capacidad contiene dos criterios: intención
y elección.

• Nivel III: en este nivel se hallan los de las decisiones para intervenciones o
tratamientos de alto riesgo y bajo beneficio e incluso rechazar intervenciones
de  alto  beneficio  y  bajo  riesgo.  El  estándar  de  capacidad sería  el  máximo
compuesto por:  apreciación de la realidad y  decisión racional. Este nivel
queda sobre todo para las decisiones en mayores de 16 años que requieren de
la información de un tutor que posteriormente se indicarán.

En todos los niveles se indican diversos estados mentales que podrían determinar la
capacidad o incapacidad del paciente para tomar el  tipo decisiones propias de ese
nivel.  

TABLA IV. NIVEL DE COMPETENCIA DE DECISIÓN SEGÚN LA INTERVENCIÓN*

INTERVENCIONES RIESGO BAJO RIESGO ALTO

BENEFICIO BAJO Aceptar Nivel II (Media competencia)

Pueden aceptar o rechazar 

intervenciones de eficacia 

dudosa sin que supongan un 

riesgo añadido,  en función a

Aceptar Nivel III  (Alta competencia)

Aceptar  tratamientos que 

personalmente les reporte 

pocos beneficios.

(Ejemplo, ensayos clínicos)
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INTERVENCIONES RIESGO BAJO RIESGO ALTO

la recomendación médica.

(Ejemplo, intervenciones 

palia�vas)

Rechazar Rechazar

Nivel I (Baja competencia)

Rechazar intervenciones 

peligrosas con escasas 

expecta�vas  de beneficios

BENEFICIO ALTO

Aceptar

Nivel I (Baja competencia) 

Aceptar intervenciones que 

reportan grandes beneficios 

con escasos riesgo

(Ejemplo, intervenciones 

eficaces)

Aceptar

Nivel II (Media 

competencia)

Pueden aceptar o rechazar 

intervenciones con 

resultados  dudosos que 

incluso pudieran  suponer 

un riesgo vital, en función a

la recomendación médicaRechazar

Nivel III  (Alta competencia) 

Rechazar intervenciones 

basándose en  creencias y 

valores

Rechazar

* Escala móvil de la competencia de Drane

Llamamos  capacidad a  un  estado  mental  y  físico  que  permite  a  una  persona
gobernarse  a  sí  misma  y  por  consiguiente  tomar  decisiones  por  sí  mismas.  La
capacidad admite muchos grados y puede ser parcial o total.  No se trata, pues, de un
concepto  fijo  y  absoluto  sino  movible  y  relativo.  Por  ello  la  capacidad  puede  ser
considerada de hecho cuando reúne la  aptitudes  psicológicas  que permitan  tomar
dicha decisiones y la capacidad de derecho la que es reconocida jurídicamente (las
personas incapacitadas jurídicamente tiene restringidas esta capacidad por sentencia
judicial).  También habría que considerar  el  concepto de  asentimiento que es una
aceptación imperfecta realizada por una persona parcialmente incapaz, como puede
ser  un  menor  y  es  sólo  es  válido  en  determinados  supuestos,  pero  debe  ir
acompañado siempre del consentimiento de los padres o tutores.

Los  criterios  de  madurez (Tabla  V)  en  la  atención  a  un  adolescente  serían:
comprensión  adecuada  (entiende  la  información  dada  o  la  situación  en  que  se
encuentra), dar motivos razonables para fundamentar su decisión, saber ponderar los
riesgos y beneficios de su decisión y poder acudir solo para recibir asistencia. Para
evaluar la madurez sería preciso relacionarla con una tarea concreta,   hacerse de
forma continua, puesto que hay fluctuaciones en el tiempo, considerar la influencia de
los estados afectivos y sobretodo la repercusión de la decisión en la salud o la vida del
paciente. 

 

TABLA V. CRITERIOS DE MADUREZ Y CAPACIDAD DE UN MENOR

Comprensión adecuada (en�ende la información dada o la situación en que se encuentra)

Dar mo+vos razonables para fundamentar su decisión

Saber ponderar los riesgos y beneficios de su decisión 

Poder acudir solo para recibir asistencia
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MENORES Y LEGISLACIÓN

                                                                                          “Educa a los niños y no será necesario
                     castigar a los hombres”. Pitágoras

Consideraciones previas

 La Ética como hemos visto es una actitud moral de la conciencia de las personas,
pero cuando los actos realizados en el ejercicio de una profesión tienen repercusiones
sobre  la  integridad  física,  psíquica  y  moral  de  los  demás  ciudadanos,  es  lógico
entender  que  la  sociedad  reclame a  los  profesionales  sanitarios  ciertos  valores  y
derechos, y que además sean exigibles y punibles de una forma normativa; por eso,
estos principios deben ser  codificados en forma de normas jurídicas  y leyes.  (Ver
TABLA VI)

El  ordenamiento  jurídico  a  nivel  mundial  reconoce  los  derechos  generales  de  las
personas para las decisiones de sanitarias, reconocidas también para los menores,
aunque su propia condición de “menores” de edad hace que no puedan ejercitarlos
como las personas adultas. La Convención de los Derechos del Niño de la ONU de
198015,  ya firmada y ratificada por casi todos los países del mundo reconoce estos
derechos. La Carta Europea de los Derechos del Niño, aprobada en 199221 recoge el
espíritu de la ONU en el ámbito europeo.

La  Constitución  Española22, como  marco  general  de  todas  las  demás  normativas
recoge en el artículo 10.1: “la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le
son  inherentes,  el  libre  desarrollo  de  la  personalidad,  el  respeto  a  la  ley  y  a  los
derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social”. Además
recoge una serie de derechos fundamentales de las personas: el derecho a la vida y a
no sufrir tratos inhumanos o degradantes (art. 15);  el derecho al honor, a la intimidad
personal y familiar y a la propia imagen (art. 18.1); el derecho a la libertad ideológica y
religiosa (art.  16.1)  y  el  derecho a  la  protección  de la  salud  (art.  43.1).  Entre los
derechos de los menores y adolescentes la Constitución establece que los poderes
públicos aseguran “la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación” (art.  39.2),  y además que “los padres deben prestar
asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su
minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda”. (Art. 39.3) Por
último, se afirma que “los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos
internacionales que velan por sus derechos” (art. 39.4). 

La Ley Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor contempla un nuevo estilo al
reconocer  de  pleno la  titularidad de  los  derechos  de los  menores de edad y una
capacidad progresiva para ejercerlos, garantizando una mayor autonomía de estos;
así en su artículo 2 reconoce que “...primará el interés superior de los menores sobre
cualquier otro interés legítimo que pudiera concurrir...”. 

 Para los profesionales sociosanitarios cuyo trabajo implique contacto habitual  con
menores será requisito  el  no haber  sido  condenado por  sentencia firme por  algún
delito  contra  la  libertad  e  indemnidad  sexual  y  se  le  puede  exigir  la  Declaración
responsable  en  los  términos  establecidos  en  el  art  13.5  de  la  Ley  Orgánica  de
Protección  Jurídica  del  Menor,  que  incorpora  el  consentimiento  expreso  para  la
consulta de la inexistencia de antecedentes en el Registro Central  de delincuentes
sexuales. 

Documento anexo de la Guía Forma Joven para Profesionales de Salud. Consejería de Salud y
Familias de la Junta de Andalucía. 2020 

13



Mayoría de edad

La mayoría de edad legal se establece a los 18 años, y se le reconoce  capacidad
plena de madurez desde un punto de vista civil (no para adoptar, que es desde los 25
años), penal, contractual, electoral y sanitaria. La mayoría de edad se establece en la
Constitución Española en su artículo 12: “los españoles son mayores de edad a los
dieciocho años; a partir de esa edad, se obtiene plena capacidad para realizar actos
jurídicos válidos y ser responsables de los mismos”. Es decir, se puede votar y ser
votado, firmar cualquier tipo de contrato, comprar o vender cosas, ejercer acciones
jurídicas,  ser  titular  de  negocios  etc.,  y,  en  consecuencia,  ser  responsable
personalmente de las consecuencias de todos tus actos. 

El  menor emancipado (Código Civil, art. 314) es aquel menor al que se le concede
capacidad para determinadas decisiones, habilitándolo para regir su persona y bienes
como  si  fuera  mayor.  Se  puede  adquirir  la  emancipación  en  las  siguientes
circunstancias:  por  matrimonio  (mayores  de  16  años),  por  concesión  de  quienes
ejerzan la patria potestad (Art. 317 del Código Civil), o por concesión judicial (mayores
de 16 años que la pidan o si quienes ejerzan la patria potestad vivieran separados o
convivieran con otras personas distintas al progenitor, o por causas que interfiera en el
ejercicio de dicha patria potestad), según artículo 320 del Código Civil. Según artículo
319  del  Código  Civil  también  se  puede  emancipar  los  jóvenes  que  vivan
independientes (“se reputará para todos los efectos como emancipado al hijo mayor de
dieciséis años que con el consentimiento de los padres viviere independientemente de
éstos. Los padres podrán revocar este consentimiento"). El menor emancipado podrá
asistir  libremente a juicio y la libre disposición de bienes (pero se excluyen ciertas
actuaciones  contractuales  como préstamos,  hipotecas,  etc.,  sin  consentimiento  de
quienes ejerzan la patria potestad).

La responsabilidad penal del menor comienza a partir de los 14 años (según nuestro
ordenamiento  jurídico  recogido  en  la  ley  Ley  Orgánica  5/2000,  de  12  de  enero,
reguladora  de la  responsabilidad  penal  de los menores31).  El  proceso judicial  será
especial  garantizando  todos  los  derechos  y  prevaleciendo  siempre  el  interés  del
menor, y donde las medidas correctoras, que no se consideran penas,  se orientarán
para reeducar evitando especialmente el castigo. Al  menor de 13 años que realice
actos punibles  no se le  considera  responsable  penal  según nuestro  ordenamiento
jurídico  y por tanto, sus conductas pueden quedar impunes para el menor.

Derecho a la asistencia sanitaria en los menores de edad

Las normativas que aseguran la  asistencia sanitaria a los menores se recogen en
estas leyes: 

• Ley 14/86, General de Sanidad23

• Ley 2/98 de 15 de junio de Salud de Andalucía (Ley 2/98 Andalucía)
• Ley 41/2002,  de  14 de noviembre,  básica,  reguladora  de la  autonomía del

paciente  y  de  los  derechos  y  obligaciones  en  materia  de  información  y
documentación clínica.24

• Código Civil.25

• Ley  Orgánica  1/1996  de  Protección  Jurídica  del  Menor26,  donde  todos  los
preceptos constitucionales y otros que se pueden aplicar a los menores, han
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sido desarrollados y da cobertura legislativa fundamental a la protección del
menor, aunque se ha modificado por otras aportaciones jurídicas posteriores.

• La Ley General de Sanidad en su artículo 3 declara: “la asistencia sanitaria
pública  se  extenderá  a  toda  la  población  española.  El  acceso  y  las
prestaciones sanitarias se realizarán en condiciones de igualdad efectiva”. 

La mayoría de edad para la asistencia sanitaria es de 18 años en general, menores
emancipados y menores cuando se refieran a aspectos relativos a los derechos de la
personalidad (la salud, la vida, la integridad física…) u otros (Código Civil). El artículo
162 del Código Civil promulga: 
“Los padres que ostenten la patria potestad tienen la representación legal de sus hijos
menores no emancipados. Se exceptúan:

1. Los actos relativos a los derechos de la personalidad que el hijo, de acuerdo
con su madurez, pueda ejercitar por sí mismo. No obstante, los responsables
parentales intervendrán en estos casos en virtud de sus deberes de cuidado y
asistencia.

2. Aquellos en que exista conflicto de intereses entre los padres y el hijo…”. 

En  el  punto  2,  si  ocurriera  un choque entre  la  voluntad del  menor  con suficiente
capacidad de juicio  y  discernimiento  y  la  de sus  padres o representantes legales,
deberá prevalecer la voluntad del menor, puesto que afecta a valores como la libertad,
la salud y la vida y, por consiguiente, a derechos de la personalidad. Además, habrá
que exigir que el menor sea capaz de comprender las consecuencias de su decisión.
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TABLA VI DERECHOS FUNDAMENTALES Y DERECHOS CIVILES DEL MENOR

CONCEPTO EDAD CONSIDERACIONES 

Fundamentales
 Desde

nacimiento

Derecho a la vida, al no maltrato inhumano o degradante, al 

honor, a la in�midad personal y familiar, a la imagen,  a la libertad

ideológica y religiosa, y a la asistencia sanitaria 1

Protección jurídica 
Desde

nacimiento

Igualdad ante la ley independientemente de su filiación,  en el 

ámbito nacional e internacional 1

Asistencia de toda orden
Nacimiento

hasta 

18 años

Los padres prestarán asistencia a los hijos habidos dentro o fuera 

del matrimonio.  La patria potestad  y custodia será ejercida por 

ambos, pero en caso de ruptura, la custodia será sólo de un 

progenitor  o compar�da, según acuerdo1

Capacidad y autonomía
De

12 a 18

años

Reconocimiento  de su capacidad progresiva para que puedan  

ejercer  sus derechos,  primando  el  interés superior de los 

menores sobre cualquier otro interés legí�mo que pudiera 

concurrir 2

Mayoría de edad 18 años

Plena capacidad jurídica (realizar actos jurídicos),  electoral (votar 

y ser votado), contractual  (firmar contratos, préstamos e 

hipotecas), comercial (comprar o vender,  ser �tular de negocios),

sanitaria (aceptar y rechazar intervenciones), etc.  y además ser 

responsables personalmente de las consecuencias de todos tus 

actos 1

Emancipación 16 años

Por Matrimonio, por concesión de sus tutores (pueden 

revocarlas) o por concesión judicial (si los progenitores estuvieran

separados y convivieran con otra persona).

Tendrán libertad jurídica, disponer de bienes, pero no 

contractuales completas (hipotecas o préstamos ) 3

Adopción 25 años

Basta que uno de ellos haya alcanzado dicha edad y que la 

diferencia máxima de edad entre adoptado y adoptante no sea 

superior a 40 años 3

Responsabilidad penal 14 años

El proceso judicial será prevaleciendo siempre el interés del 

menor, y donde las medidas correctoras, que no se consideran 

penas,  se orientarán para reeducar 4. Los delitos de los menores 

de 14 años pueden quedar impunes.

Asistencia sanitaria
Desde

nacimiento

La asistencia sanitaria pública se extenderá a toda la población 

española. El acceso y las prestaciones sanitarias se realizarán en 

condiciones de igualdad efec�va 5

Consen+miento para
intervenciones 

sanitarias

Progresivo

desde los

12 años

* Menores de 12 años, el consen�miento será de los padres6

* Entre 12-16 años:  el consen�miento deberá o no tomarlo    el 

menor, según las situaciones, pero en cualquier caso siempre 

deberá ser oído6 

* Entre 16-18 años, pueden ofrecer consen�miento para aceptar 

o rechazar cualquier intervención sanitaria, pero:

      - En caso de intervención de riesgo, los padres serán   

informados6

      - En caso de interrupción voluntaria del embarazo7, la prác�ca 

de ensayos clínicos y la prác�ca de técnicas de 

reproducción humana asis�da precisan del 

consen�miento de sus progenitores6

* Mayores de 18 años,  pueden ofrecer consen�miento sin 

limitación6, salvo ciertas condiciones.

REFERENCIAS JURÍDICAS: 1.- Cons�tución Española 1978. 2.- Ley Orgánica 1/1996 Protección Jurídica del menor . 3.- Código Civil. 

4.- Ley Orgánica 5/2000, responsabilidad penal de los menores. 5.- Ley General de Sanidad. 6.- Ley 41/2002 reguladora de la autonomía del 
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paciente. 7.-Ley Orgánica 11/2015  de  protección de las menores en la interrupción voluntaria del embarazo. 

Toma de decisiones y consentimiento en menor

En los casos de los menores, para la determinación de la mayoría de edad asistencial
y capacidad para tomar decisiones se requiere recurrir a la Ley General de Sanidad,
a la Ley Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor al Convenio de Oviedo.  La
Ley General de Sanidad aclara poco y nos remite a los artículos 10.5 (derecho del
paciente a la información) y al artículo 10.6 (“derecho del paciente a la libre elección
entre  las  opciones  que  le  presente  el  responsable  médico,  previo  consentimiento,
excepto  cuando  no  esté  capacitado  para  tomar  decisiones,  en  cuyo  caso
corresponderá a sus familiares o personas allegadas”). En la Ley Orgánica 1/1996 de
Protección Jurídica del Menor en su artículo 2 pronuncia: “...primará el interés superior
de  los  menores  sobre  cualquier  otro  interés  legítimo  que  pudiera  concurrir.(...)Las
limitaciones  de  la  capacidad  de  obrar  de  los  menores  se  interpretarán  de  forma
restrictiva”,  es  decir  intentando  respetar  siempre  lo  más  posible  su  autonomía  y
situando la carga de la prueba del lado de quien quiera ir en contra de alguno de los
derechos del menor. En la ley que ratifica el Convenio de Oviedo35 se especifica en el
artículo 6 que “…cuando, según la ley, un menor no tenga capacidad para expresar su
consentimiento para una intervención, ésta sólo podrá efectuarse con autorización de
su representante, de una autoridad o de una persona o institución designada por la
ley. La opinión del menor será tomada en consideración como un factor que será tanto
más determinante en función de su edad y su grado de madurez” (Tabla VII)

El consentimiento informado debe ser aplicado de forma estricta en pediatría, pero
con la salvedad de que en este caso tienen que darlo los familiares, sobre todo cuando
es menor de 12 años o no tiene suficiente juicio,  ya que a esa edad no tienen un
sistema de valores propio y no pueden decidir en su propia beneficencia. Los poderes
públicos vigilarán que no se actúe maleficentemente, sin embargo ni el médico ni el
Estado tienen capacidad para definir lo que es el mayor beneficio de un menor de 12
años; esta capacidad les corresponde únicamente a los padres o tutores. Cuando es
mayor  de  12  años,  el  consentimiento  deberá  o  no  tomarla  el  menor,  según  las
situaciones, pero en cualquier caso siempre deberá ser oído con antelación. En los
mayores de 16 años, para la prestación del consentimiento ya sea informado o por
representación, la Ley 41/2002 reguladora de la autonomía del paciente en su artículo
9 (límites al consentimiento informado y consentimiento por representación) se refiere
a la capacidad de ofrecer consentimiento a los mayores de 16 años (con excepciones:
en caso de actuación de grave riesgo, los padres serán informados y su opinión será
tenida en cuenta para la toma de la decisión correspondiente); el  artículo 9.3 dice
“cuando se trate de menores no incapaces ni incapacitados, pero emancipados o con
16  años  cumplidos,  no  cabe  prestar  el  consentimiento  por  representación”  .  Sin
embargo, el artículo 9.4 expresa: “La interrupción voluntaria del embarazo, la práctica
de ensayos clínicos y la práctica de técnicas de reproducción humana asistida se rigen
por  lo  establecido  con  carácter  general  para  la  mayoría  de  edad  y  por  las
disposiciones especiales de aplicación”. En una modificación posterior, en el caso de
la interrupción voluntaria del embarazo en las menores de edad será preciso, además
de la manifestación de su voluntad, el consentimiento expreso de los titulares de la
patria potestad. (Ley Orgánica 11/2015, de 21 de septiembre) 27.

Para los menores de 16 años la Ley 41/2002 Básica de autonomía del paciente dice:
“cuando el paciente menor de edad no sea capaz intelectual ni emocionalmente de
comprender el alcance de la intervención, el consentimiento lo dará el representante
legal  del  menor  después  de  haber  escuchado  su  opinión  si  tiene  doce  años
cumplidos”.

Documento anexo de la Guía Forma Joven para Profesionales de Salud. Consejería de Salud y
Familias de la Junta de Andalucía. 2020 

17



TABLA VII INTERVENCIONES EN MENORES

INTERVENCIÓN MENOR DE 12 AÑOS ENTRE 12 y 16 AÑOS ENTRE 16 y 18 AÑOS

Intervenciones de
 bajo riesgo6

Consienten  los 

padres

Consienten lo padres, 

los menores serán 

oídos

Consiente el menor

Intervenciones de 
alto riesgo6 

Consienten  los 

padres

Consienten lo padres, 

los menores serán 

oídos

Consiente el menor,  pero 

los padres serán informados

IVE7 Consienten los padres

Ensayo clínico6 Consienten los padres

Técnicas reproduc+vas6 Consienten los padres

Reasignación de sexo13 Generalmente se aconseja tratamiento

hormonal y apoyo psicológico

Cirugía: consienten los 

padres,  pero con sentencia 

judicial

Cirugía esté+ca14 Consienten  los 

padres

Consienten lo padres, 

los menores, serán 

oídos

Consiente el menor,  con 

informe psicomédico 

favorable; pero si hay  riesgo

los padres serán informados

Donación de órganos9 Consienten los padres

Donación de sangre8 Consienten los padres

Perforaciones(piercing)15 Consienten los padres Consiente el menor

Tatuajes15 Consienten los padres Consiente el menor

REFERENCIAS JURÍDICAS: 1.- Cons�tución Española 1978. 2.- Ley Orgánica 1/1996 Protección Jurídica del menor . 3.- Código Civil.

 4.- Ley Orgánica 5/2000, responsabilidad penal de los menores. 5.- Ley General de Sanidad. 6.- Ley 41/2002 reguladora de la autonomía del 

paciente. 7.-Ley Orgánica 11/2015  de  protección de las menores en la interrupción voluntaria del embarazo. 8.- Real Decreto 1088/2005. Donación 

sangre. 9.- Real Decreto 1723/2012. Donación de órganos. 10.- Ley 9/2018. Promoción de la igualdad de género en Andalucía. 11.- Ley 7/2018. 

Protección integral contra la violencia de género. Andalucía. 12.- Ley 3/2007. Rec�ficación registral del sexo.  13.- Ley 8/2017. Derechos transexuales

y LGTBI. Andalucía. 14.- Decreto 49/2009. Protección menor en cirugía esté�ca. Andalucía. 15.- Decreto 71/2017. Tatuaje y perforación cutánea. 

Andalucía. 16.- Ley Orgánica 10/1995de modificación del Código Penal. 17.- Ley 15/2015 de Jurisdicción Voluntaria. 18.- Real Decreto 1720/2007 

Protección de datos. 19.- Real Decreto-ley 17/2017. Productos del tabaco y relacionados. 20.- Ley 12/2003. Prevención drogas. 21.- Ley 7/2006. Ley 

ocio en espacios abiertos. 22.- Real Decreto 818/2009. Reglamento General de conductores. 23.- Decreto Julio 1957 sobre trabajo de mujeres y 

menores.

Derechos de la  personalidad en el menor

Los derechos de la personalidad son bienes jurídicos subjetivos que se caracterizan
por  ser  innatos,  privados,  absolutos,  intransmisibles  (no  se  pueden  ceder),
inmodificables, irrenunciables, no se pueden comerciar ni negociar con ellos, y que las
personas no necesitan adquirirlos, sino que son inherentes al ser humano. A veces
hay excepciones, como por ejemplo en la donación altruista de órganos. Los derechos
de la personalidad están ligados a la dignidad de la persona, por lo cual deben ser
respetados por el ordenamiento jurídico, que no los puede crear ni suprimir, sino que
se  limita  a  reconocerlos  y  protegerlos.  Tales  derecho  pueden  afectar  a  la  esfera
afectiva de la persona (como pueden ser el derecho a una familia o la amistad), a la
esfera social (como son el derecho a un nombre, al honor…) o a la esfera física (como
pueden ser el derecho a la vida, a la integridad física, sobre el cuerpo propio…)(Ver
Tabla VIII). La Constitución Española22 proclama una protección general a la dignidad
de la persona (base de los derechos de la personalidad) en su artículo 10. La Ley de
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Salud de Andalucía reconoce a los ciudadanos,  en su artículo 6 (apartado 1b),  el
respeto  a  la  personalidad,  dignidad  humana  e  intimidad,  sin  que  puedan  ser
discriminados por razón alguna (Ley 2/98 de Andalucía).  

En los menores obviamente también se reconoce la protección de los derechos a su
personalidad por  lo  que están recogidos ampliamente  en el  ordenamiento jurídico;
fruto de esa protección está la Ley Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor26

que contempla en su artículo 4.1: “Los menores tienen derecho al honor, a la intimidad
personal  y  familiar  y  a  la  propia  imagen.  Este  derecho  comprende  también  la
inviolabilidad del domicilio familiar y de la correspondencia, así como del secreto de las
comunicaciones”,  y  en   el  artículo  6.1:  “El  menor  tiene  derecho  a  la  libertad  de
ideología, conciencia y religión”. Posteriormente se promulga la Ley Orgánica 8/2015,
de  22  de  julio,  de  modificación  del  sistema  de  protección  a  la  infancia  y  a  la
adolescencia 29, donde se estima que el interés superior del menor tiene la finalidad de
asegurar el respeto completo y efectivo de todos sus derechos, así como su desarrollo
integral y que deberán basarse en criterios y valores aceptados universalmente. 

La  no  discriminación  por  sexo y  la  lucha  contra  la  violencia  de  género están
recogidas en la legislación estatal por el Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto de
medidas urgentes para el desarrollo del Pacto de Estado contra la violencia de género
(Real Decreto-ley 9/2018), que modifica principalmente la Ley Orgánica 1/2004, de 28
de diciembre, de Medidas de Protección integral contra la Violencia de Género. En la
legislación andaluza, se promulga la Ley 9/2018, de 8 de octubre, de modificación de
la Ley 12/2007, de 26 de noviembre,  para la promoción de la igualdad de género en
Andalucía (Ley 9/18 Andalucía) defiende una igualdad real sin discriminación por sexo
en  los  ámbitos  sociales,  laborales,  económicos  o  representativos,  estableciendo
acciones  positivas  para  erradicar  la  discriminación  por  razón  de  sexo,  y
promocionando el asociacionismo de mujeres;  la  Ley 7/2018, de 30 de julio, por la
que se modifica la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención y
protección integral contra la violencia de género (Ley 7/18 de Andalucía) en el que se
reconoce violencia  de género,  además del  maltrato  físico  y  psíquico  directo,  otras
tipologías como: el matrimonio precoz, la explotación sexual de mujeres y niñas o la
mutilación  genital  femenina  (aunque  exista  consentimiento  tácito  o  expreso  de  la
menor).

Los derechos a la identidad sexual podríamos encontrarlo en diferentes artículos de
la  Constitución  Española22:  artículo  10  (“La  dignidad  de  la  persona,  los  derechos
inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la
ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social”); artículo 14 (“Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer
discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier
otra condición o circunstancia personal o social), artículo 15 (Todos tienen derecho a
la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes..”);  artículo 18 (“Se garantiza el
derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen”).
Para la modificación en el  registro de la mención relativa al sexo se promulgó la Ley
3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa
al  sexo de las  personas43  que en su  artículo  1  especifica  que  será  necesario  la
mayoría de edad y en su artículo 4 que precisará un informe médico o de psicólogo
clínico   y  que hay  sido  tratado para  acomodar  la  características  físicas  al  menos
durante 2 años. Está en trámite parlamentario la modificación de esta ley para que se
permita a los mayores de 16 años decidir sin condicionamientos el cambio de sexo (los
menores de 16 años podrían solicitarlo a través de los padres y estos no estuvieran
conforme lo decidiría el Ministerio fiscal) y eximir de los requisitos médicos para poder
rectificar registralmente el género. En Andalucía las normativas al este respecto serían
la  Ley 2/2014, de 8 de julio para la no discriminación por motivos de identidad de
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género y reconocimiento de los derechos de las personas transexuales de Andalucía
45 y la  Ley 8/2017, de 28 de diciembre, para garantizar los derechos, la igualdad de
trato y no discriminación de las personas LGTBI y sus familiares en Andalucía46  para
evitar la discriminación y la defensa de la igualdad de derechos. En la Orden de 28 de
abril de 2015, por la que se modifica la Orden de 20 de junio de 2011, por la que se
adoptan  medidas  para  la  promoción  de  la  convivencia  en  los  centros  docentes
sostenidos con fondos públicos y se regula el derecho de las familias a participar en el
proceso educativo de sus hijos e hijas47 donde se establece un protocolo de actuación
sobre identidad de género en los centros docentes. 

La inscripción o modificación del nombre viene recogida en la Ley del Registro Civil,
de 8 de junio de 1957 y modificaciones posteriores recogidas en la Ley 20/2011, de 21
de  julio  de  2011(Ley  20/2011).  El  cambio  de  nombre   puede  solicitarlo  cualquier
persona mayor de edad y los representantes legales de los menores o incapacitado,
teniendo las siguientes  limitaciones de que el nuevo nombre no puede perjudique
objetivamente a la persona, excluyéndose los nombres humillantes o denigrantes y
que no hagan confusa la identificación (por ejemplo, un apellido convertido en nombre)
o induzcan en su conjunto a error sobre el sexo.

El consentimiento para someterse a  cirugía estética está regulada por la normativa
andaluza  recogida  en  el  Decreto  49/2009,  de  3  de  marzo,  de  protección  de  las
personas menores de edad que se someten a intervenciones de cirugía estética en
Andalucía (Decreto 49/29) que considera que:
• Menor de 12 años la decisión será exclusivamente de los padres.  
• Entre 12 y 16 años serán los padres quienes autorice la intervención aunque en

este caso serán escuchado el  menor  
• Entre  16  y  18  contando  con  informe psicológico  y  médico  favorables  el  joven

pueda tomar por sí mismo la decisión, aunque ante una actuación de grave riesgo
deberán ser informado los padres.

La autorización o consentimiento para técnicas de  perforación cutánea o  tatuajes
están  reguladas  por  la  normativa  autonómica  andaluza,  recogida  en  el  Decreto
71/2017, de 13 de junio, por el que se regulan las condiciones higiénico-sanitarias y
técnicas  de  las  actividades  relativas  a  la  aplicación  de  técnicas  de  tatuaje,
micropigmentación y perforación cutánea piercing, publicado en Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía número 116 de 20/06/2017, el Artículo 22 dice así: “Las personas
menores de 16 años precisarán, además de su propio consentimiento informado, el
consentimiento expreso y por escrito de las personas que ejerzan su patria potestad o
de sus representantes legales, para ser personas usuarias de las técnicas descritas
en  el  artículo  1,  (técnicas  de  tatuaje,  micropigmentación  y  perforación  cutánea
piercing)” (Decreto 71/2017, 2017)
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TABLA VIII DERECHOS DE LA PERSONALIDAD DE LOS MENORES

CONCEPTO EDAD CONSIDERACIONES

Cambio registral 
del nombre

18 años

Se excluyen los nombres humillantes o denigrantes o que 

puedan confundir  la iden�ficación; antes de los 18 años 

pueden solicitarlo los padres o tutores 3

No discriminación por
género

Desde

nacimiento

Igualdad real sin discriminación en los  ámbitos sociales, 

laborales, económicos o representa�vos 10; se incluye también 

la no discriminación a las personas LGTBI13

Contra Violencia de género
Desde

nacimiento

Prevención y protección integral contra la violencia de género; 

incluyendo, además del maltrato 0sico y psíquico directo,  el 

matrimonio precoz, la explotación sexual o la mu�lación 

genital femenina 11

Cambio registral
de Iden+dad sexual

18 años

El cambio registral de sexo precisará un informe médico o de 

psicólogo clínico  y que haya sido tratado para acomodar la 

caracterís�cas 0sicas al menos durante 2 años 12

Atención sanitaria a la
transexualidad

Desde

pubertad a

18 años

Derecho a bloqueo hormonal al inicio de la pubertad y 

tratamiento hormonal cruzado en el momento adecuado de la 

adolescencia y siempre con autorización parental. Para la 

intervención quirúrgica es preciso tener los 18 años 13. Se 

reconoce también el cambio de nombre en la base de datos del

Sistema Sanitario Público de Andalucía

Cirugía esté+ca 18 años

- Menor  de 12 años la decisión será de los padres

- Entre 12 y 16 años serán los padres quienes autorice la 

intervención,  pero el menor será oído 

- Entre 16 y 18 contando con informe psicológico y médico 

favorables el  joven  pueda decidir,  pero en 

intervenciones de riesgo deberán ser informado los 

padres14

Perforación cutánea
o tatuajes

16 años

Las personas menores de 16 años precisarán, además de su 

propio consen�miento informado, el consen�miento expreso y

por escrito de su padres o tutores15

REFERENCIAS JURÍDICAS: 1.- Cons�tución Española 1978. 2.- Ley Orgánica 1/1996 Protección Jurídica del menor . 3.- Código Civil.

 4.- Ley Orgánica 5/2000, responsabilidad penal de los menores. 5.- Ley General de Sanidad. 6.- Ley 41/2002 reguladora de la autonomía del 

paciente. 7.-Ley Orgánica 11/2015  de  protección de las menores en la interrupción voluntaria del embarazo. 8.- Real Decreto 1088/2005. Donación 

sangre. 9.- Real Decreto 1723/2012. Donación de órganos. 10.- Ley 9/2018. Promoción de la igualdad de género en Andalucía. 11.- Ley 7/2018. 

Protección integral contra la violencia de género. Andalucía. 12.- Ley 3/2007. Rec�ficación registral del sexo.  13.- Ley 8/2017. Derechos transexuales

y LGTBI. Andalucía. 14.- Decreto 49/2009. Protección menor en cirugía esté�ca. Andalucía. 15.- Decreto 71/2017. Tatuaje y perforación cutánea. 

Andalucía. 16.- Ley Orgánica 10/1995de modificación del Código Penal. 17.- Ley 15/2015 de Jurisdicción Voluntaria. 18.- Real Decreto 1720/2007 

Protección de datos. 19.- Real Decreto-ley 17/2017. Productos del tabaco y relacionados. 20.- Ley 12/2003. Prevención drogas. 21.- Ley 7/2006. Ley 

ocio en espacios abiertos. 22.- Real Decreto 818/2009. Reglamento General de conductores. 23.- Decreto Julio 1957 sobre trabajo de mujeres y 

menores.

Regulaciones legales de las conductas de los jóvenes

Las normativas recientes pretenden preservar los derechos básicos de las personas,
permitir el desarrollo de los menores en un ambiente favorable que puedan expresarse
libremente como personas y además que les proteja de las consecuencias de las
conductas de riesgo (Ver Tabla IX). La protección del menor por los poderes público
viene regulado también en las modificaciones del Código Penal28 que estipula algunas
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aspectos  relacionados  con  su  conducta  en  el  libre  y  armónico  desarrollo  de  su
personalidad. 

Recientemente, a instancias del Comité de la Organización de las Naciones Unidas
sobre Derechos del Niño (adecuándose a las disposiciones de la Convención sobre los
Derechos de la Infancia) se eleva la edad del consentimiento sexual de los trece a
los  dieciséis  años,  equiparándose  a  países  europeos  (situada  entre  los  quince  o
dieciséis años) y que era una de las más bajas del mundo, mejorando así la lucha
contra  la  prostitución  infantil.  De esta  manera,  la  realización  de actos de carácter
sexual con menores de dieciséis años será considerada, en todo caso, como un hecho
delictivo, salvo que se trate de relaciones consentidas con una persona próxima al
menor por edad y grado de desarrollo o madurez.  En el caso de los menores de
dieciocho años pero mayores de dieciséis años, constituirá abuso sexual la realización
de actos sexuales interviniendo engaño o abusando de una posición reconocida de
confianza, autoridad o influencia sobre la víctima28. La edad mínima para que el joven
pueda contraer matrimonio también se ha elevado. Antes de la Ley de Jurisdicción
Voluntaria (la Ley 15/2015 de 2 de Julio)30,  se permitía obtener la llamada " dispensa
de edad"  a partir de los 14 años. Con la entrada en vigor de esta ley se modificó esta
cuestión, suprimiendo esta dispensa e impidiendo que una menor entre 14 y 16 años
contraiga  matrimonio.  Se  ha  elevado  pues  la  edad  mínima  para  poder  contraer
matrimonio de 14 a 16 años (ya que los emancipados sí podrán contraer matrimonio).
Esto viene a dar cumplida respuesta a las demandas de organizaciones que protegen
los derechos de la  infancia,  como  Save the Children,  entre otras,  que reclamaban
desde hace tiempo que España aumentase este límite legal hasta los 16 años (edad
más en consonancia con la media de los países europeos, ya que España contaba
con una de las edades más bajas en esta materia).

 La autorización  para ingresar en redes sociales con el consiguiente permiso de
transferir  datos personales de carácter  privado,  incluidas fotos e imágenes propias
está regulado por el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre que en su artículo 13
dice que “…podrá procederse al tratamiento de los datos de los mayores de catorce
años con su consentimiento, salvo en aquellos casos en los que la Ley exija para su
prestación la asistencia de los titulares de la patria potestad o tutela. En el caso de los
menores de catorce años se requerirá el consentimiento de los padres o tutores”, pero
“…en  ningún  caso  podrán  recabarse  del  menor  datos  que  permitan  obtener
información sobre los demás miembros del grupo familiar…” 

La edad mínima para comprar tabaco es de 18 años, según la ley 28/2005 33, de 26
de diciembre, en su artículo 3 dice: “Se prohíbe vender o entregar a personas menores
de dieciocho años productos del tabaco, así como cualquier otro producto que le imite
e induzca a fumar. En particular, se prohíbe la venta de dulces, refrigerios, juguetes y
otros objetos que tengan forma de productos del tabaco y puedan resultar atractivos
para los menores. Igualmente, se prohíbe la venta de tabaco por personas menores de
dieciocho años”. En una ley posterior de 2017 (Real Decreto 579/2017, de 9 de junio
36),  se  asimilan  las  limitaciones  del  tabaco  a  las  de  las  cachimbas  y  derivados
(cigarrillos electrónicos y otros) y meses después se promulga el Real  Decreto-ley
17/2017, de 17 de noviembre  37, por el  que se modifica la Ley 28/2005, de 26 de
diciembre, para ajustarse a las directivas 2014/40/UE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 3 de abril de 2014 38.

El  consumo  de  alcohol está  regulado  por  la  Ley  Autonómica  12/2003,  de  24
noviembre LAN 2003\606 de la Junta de Andalucía 34, que en el artículo 2 dispone: “La
venta o suministro a menores de 18 años, así como permitirles el consumo dentro de
los  establecimientos.  Queda  excluida  de  esta  prohibición  la  venta  o  suministro  a
mayores  de  16  años  que  acrediten  el  uso  profesional  del  producto”.  En  la  Ley
Autonómica   7/2006  de,  de  24  octubre,  se  consta  que  el  consumo  de  bebidas
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alcohólicas por menores de 18 años en los espacios abiertos definidos en el artículo
1.3  (espacios  públicos  definidos  por  el  ayuntamiento  como  manifestaciones  de
carácter  religioso,  político,  sindical,  docente,  turístico,  cultural  o  análogas)  está
limitado; ésta es la Ley conocida como “ley antibotellón” que prohíbe el consumo de
alcohol  a  los menores  de 18 años,  incluso en los espacios públicos  destinados  a
eventos. 

La conducción de vehículos a motor por los menores está regulada en función a la
edad y al vehículo en cuestión, a fin de evitar la siniestralidad. El Reglamento General
de Conductores41  recoge la normativa al respecto. Las licencias para conducción de
vehículos para personas de movilidad reducida pueden obtenerse con 14 años. La
licencia para conducir vehículos especiales agrícolas precisa tener una edad mínima
de  16  años.  Con  15  años  se  puede  obtener  el  permiso  de  conducir  AM  (antes
denominada licencia para ciclomotores LCC) que permite conducir ciclomotores de 2 o
3 ruedas y cuadriciclos ligeros, pero precisan esperar a los 18 años si quieren llevar
pasajeros.  Con 16 años se puede obtener  permisos para conducir motocicletas de
125  c.c.  A  los  18  años  se  puede  obtener  el  permiso  para  conducir  turismos  y
ciclomotores de más cilindrada. 

En cuanto al  derecho laboral, en general, los menores de 16 años tienen prohibido
trabajar.  Entre los 16 y 18 años se puede trabajar pero con algunas limitaciones; se
precisa de un permiso especial y además que el trabajo a realizar no suponga ningún
peligro para su salud ni para su formación profesional (esas limitaciones para menores
están recogidas en el  Decreto de 26 de julio de 1957 sobre Industrias y Trabajos
prohibidos a mujeres y menores por peligrosos e insalubres 40). Para que los menores
puedan trabajar es necesario que haya una autorización por escrito firmada por sus
padres o representantes legales, que el contrato de trabajo sea temporal para los días
que sean necesarios y que además esté dado de alta en la Seguridad Social.

TABLA IX REGULACIONES LEGALES DE LAS CONDUCTAS DE LOS JÓVENES

CONCEPTO EDAD CONSIDERACIONES

Consen+miento sexual 16 años

Relaciones con  menores de 16 años será delito, salvo que sea 

persona próxima en desarrollo y madurez.  Entre 16 y 18 años 

también será delito si media abuso por autoridad o influencia16

Contraer matrimonio 16 años El menor que contraiga matrimonio se considera emancipado 17

Ingresar en redes sociales 14 años

Los mayores de 14 años podrán transferir datos personales de 

carácter privado, incluidas fotos e imágenes propias, siempre 

que no se ofrezcan datos de otros miembros de la familia18

Compra de tabaco 18 años
La compra y venta del tabaco está prohibido para los menores, 

y se hace extensivo a las cachimbas y cigarrillos electrónicos 19

Compra y consumo de
alcohol

18 años

Está prohibida la venta a menores de 18 años, así como el 

consumo dentro de los establecimientos20. También queda 

prohibido el consumo de alcohol en los espacios públicos 

municipales des�nados a eventos (Ley an�botellón)21

Conducción de vehículos

Desde

14 años

según

vehículos

14 años: licencia para vehículos de persona movilidad reducida

15 años: permiso AM (ciclomotores o cuadriciclos sin pasajeros)

16 años: licencia para vehículos agrícolas

16 años: permiso para motocicletas de 125 cc

18 años: permiso turismos y ciclomotores de más cilindrada22
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CONCEPTO EDAD CONSIDERACIONES

Derecho al trabajo 16 años
Prohibido trabajar para los menores de 16 años;  entre los 16 y 

18 años precisa autorización paterna23

Tenencia de armas 14 años
Permi�do sólo para unos �pos de armas de caza y depor�vas,  

acompañados de mayores con licencia de armas

REFERENCIAS JURÍDICAS: 1.- Cons�tución Española 1978. 2.- Ley Orgánica 1/1996 Protección Jurídica del menor . 3.- Código Civil.

 4.- Ley Orgánica 5/2000, responsabilidad penal de los menores. 5.- Ley General de Sanidad. 6.- Ley 41/2002 reguladora de la autonomía del 

paciente. 7.-Ley Orgánica 11/2015  de  protección de las menores en la interrupción voluntaria del embarazo. 8.- Real Decreto 1088/2005. Donación 

sangre. 9.- Real Decreto 1723/2012. Donación de órganos. 10.- Ley 9/2018. Promoción de la igualdad de género en Andalucía. 11.- Ley 7/2018. 

Protección integral contra la violencia de género. Andalucía. 12.- Ley 3/2007. Rec�ficación registral del sexo.  13.- Ley 8/2017. Derechos transexuales

y LGTBI. Andalucía. 14.- Decreto 49/2009. Protección menor en cirugía esté�ca. Andalucía. 15.- Decreto 71/2017. Tatuaje y perforación cutánea. 

Andalucía. 16.- Ley Orgánica 10/1995de modificación del Código Penal. 17.- Ley 15/2015 de Jurisdicción Voluntaria. 18.- Real Decreto 1720/2007 

Protección de datos. 19.- Real Decreto-ley 17/2017. Productos del tabaco y relacionados. 20.- Ley 12/2003. Prevención drogas. 21.- Ley 7/2006. Ley 

ocio en espacios abiertos. 22.- Real Decreto 818/2009. Reglamento General de conductores. 23.- Decreto Julio 1957 sobre trabajo de mujeres y 

menores.

CONFIDENCIALIDAD Y SECRETO PROFESIONAL

Marco legal y ético

Desde el siglo V antes de nuestra era,  en el  célebre juramento de Hipócrates,  se
recoge la necesidad de que toda persona que trabaja para la salud tiene la obligación
de respetar  la  confidencialidad  de la  información  recabada en el  desarrollo  de su
actividad sanadora. Sin embargo, esta legítima y moral posición de salvaguarda de
ese  derecho  de  la  persona,   a  veces  puede  ser  quebrantada  en  determinadas
situaciones excepcionales  cuando concurren otros determinantes éticos y legales. 

La  Constitución   Española  de 1978 reconoce en su  artículo  18.1  el  derecho a  la
intimidad personal como derecho fundamental a proteger22 además, en base a este
principio, la legislación obliga a los profesionales de la salud el deber de respetarlo,
tipificando,  en  el  artículo  199  del  Código   Penal,  los  delitos  de  revelación  de
secretos conocidos  en  el  ejercicio  de  la  actividad  profesional.  Por  otro  lado,  la
jurisprudencia  también obliga  al  quebrantamiento de este secreto en determinadas
circunstancias, como es el caso de conocimiento de un delito; quedando, sin embargo,
redactado en el artículo 24.2 de la Constitución, que por razón de parentesco o de
secreto  profesional  no se  estará  obligado a  declarar  sobre hechos presuntamente
delictivos. Contrariamente, la obligación de declarar viene tipificada en el artículo 262
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que contempla que  los que por razón de sus
cargos, profesiones u oficios tuvieren noticia de algún delito público, estarán obligados
a denunciarlo  inmediatamente.  Sin  embargo,  en  el  artículo  20.5  del  Código Penal
refiere que están exentos de responsabilidad criminal el que, estando en estado de
necesidad, para evitar un mal propio o ajeno, lesione un bien jurídico, siempre que
concurran los requisitos, entre otros, de que el mal causado no sea mayor que el que
se  trate  de  evitar  y  que  la  situación  de  necesidad  no  haya  sido  provocada
intencionadamente por el sujeto.

De manera general, un profesional puede o debe desvelar el secreto profesional  en
las siguientes circunstancias: 

• Autorización  del  paciente:  es  lo  que  ocurre  cuando  se  emiten  informes  o
certificados  médicos  a  petición  de  la  persona.  También  es  el  caso  cuando  el
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enfermo pide a su médico que le explique a sus familiares la enfermedad y el
pronóstico de ésta. 

• Colaboración con la Justicia. Todo profesional debe comunicar a las autoridades
la comisión de delito, pero puede quedar eximido, si el cumplimiento estricto de la
ley pudiera ser perjudicial para él o para la sociedad al no permitirle su curación.
En  ocasiones  el  profesional  puede  ser  llamado  para  declarar  en  procesos
judiciales; a veces lo será como perito o a veces como testigo. Si es como perito
podría negarse ya que podría verse implicado y poner en riesgo la confidencialidad
del paciente; en estos casos,  podría solicitar se sustituido por otro compañero. En
el caso de acudir a citación como testigo le podría obligar a desvelar el secreto
profesional; en este supuesto podría solicitar al juez la obligación que tiene para
con su paciente de guardar el secreto profesional y entonces será el juez quien lo
libere  de  ese  precepto  o  bien  evitará  preguntas  que  pongan  en  peligro  la
confidencialidad 

• Riesgo para terceros. El profesional estará obligado a informar al paciente que la
ocultación a terceros un determinado problema pudiera comprometer la integridad
física de otras personas; para ello deberá asesorarle para tome las precauciones
necesarias y para que informe a esas terceras personas de la situación de riesgo.
Si  el  profesional  tuviera  constancia  de  que  no  se  han  tomado  las  medidas
pertinentes y el riesgo es inminente deberá insistir ofreciéndose como mediador y
si  tampoco  obtuviera  resultados  informar  al  paciente  que  lo  pondrá  en
conocimiento del juez, como último recurso. 

Como recomendación  general,  a  continuación  se  exponen algunos supuestos  que
excepcionalmente marcarían los límites a la confidencialidad (Pérez, 2015):
• Situaciones de grave peligro para la vida (ideación suicida,  ideas homicidas,

trastornos de conducta alimentaria)
• Situaciones de gran riesgo social (ideas sobre fugas o daños irreparables)
• Cuando existe riesgo de perjudicar a terceras personas
• Situaciones de maltrato o abuso sexual (o corra riesgo de serlo)

Confidencialidad en la atención a los jóvenes

Desde un  punto de vista ético, en el caso de los adolescentes,  el deber de respetar
la confidencialidad debe ser mantenido a partir de los 16 años, ya que a partir de esta
edad se considera al menor con capacidad suficiente para decidir plenamente sobre
sus derechos a la personalidad y entre ellos el de la intimidad.  Pero considerando los
preceptos   jurídicos  y  éticos  referidos  anteriormente  pudiera  darse  el  caso,  en
determinadas  situaciones  especiales,   de  que  exista  una  colisión  de  derechos  e
intereses morales, difícilmente solucionables. 
De una manera general, se podría argumentar algunos supuestos en los que podrían
revelarse el secreto profesional:
• Evitar o reducir un daño a la persona (Principio ético de no-maleficencia)
• Para beneficiar a la persona (Principio ético de beneficencia) 
• Evitar o reducir un daño a terceras personas o al profesional (Principio ético de no-

maleficencia)
• Para  beneficiar  a  terceras  personas  o  al  profesional  (Principio  ético  de

beneficencia)
• Para penalizar a las personas que han cometido un delito (Principio de justicia)

Para evitar el daño al adolescente o a otras personas, atendiendo al principio ético del
primer nivel de no-maleficencia, la ruptura de la confidencialidad en un joven debería
basarse en tres condiciones:
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• Que desvelar el secreto es la mejor medida para evitar el riesgo o disminuir el
daño ocasionado y que las posibles consecuencias negativas de esta medida sean
siempre menores que no desvelar el secreto. 

• Que la persona no tiene la suficiente competencia para poder rechazar o asumir el
daño o el riesgo a la que está sometido él o las personas afectadas

• Que, en caso de que tuviera esta competencia, estaría de acuerdo con la medida
adoptada, a pesar de no ofrecer consentimiento actualmente, pero que en el futuro
fuera capaz de aceptarlo (Canimas, 2017). 

Teniendo en cuenta  que los profesionales que trabajen en los ámbitos sanitario  y
educativo  durante  el  desarrollo  de  su  actividad  con  los  jóvenes  pudieran  tener
conocimiento de conductas delictivas (como maltratos, abusos sexuales, delincuencia,
etc) se les podría exigir legalmente que intervengan de forma activa y comunicaran a
las autoridades los hechos, incluso a pesar de romper la obligada confidencialidad si
con ello se consigue un menor daño. Sin embargo, al analizar los resultados de dichas
actuaciones bajo el  estricto cumplimiento de la ley,  no siempre desembocan en la
respuesta  más  adecuada  desde  el  prisma  ético  y  moral.  La  confianza  y
confidencialidad entre el paciente y el profesional es uno de los pilares básicos de la
relación  terapéutica,  por  lo  que  es  un  bien  a  proteger;  sin  embargo,  si  se  tiene
constancia de situaciones que puedan dañar o poner en riesgo al menor, sobre todo
en los menores de 16 años no totalmente capaces, el profesional deberá comunicar a
las  autoridades  dichas  situaciones.  Ante  la  reclamación  de  los  padres  de  la
vulneración de la confidencialidad de su hijo no es aconsejable que el profesional se
justifique con argumentaciones jurídicas o éticas, sino que deberá asegurarles de la
importancia de preservar la confidencialidad del menor, y que ésta quedará siempre
supeditada a obtener el mayor beneficio de salud para éste.

Un análisis siguiendo el modelo principialista de resolución de conflictos éticos nos
daría opción a aplicar las normas y legislación vigentes, por tanto, el conocimiento de
hechos delictivos nos conducirían irremisiblemente a denunciarlo de forma inmediata.
Siguiendo el  modelo consecuencialista de resolución de conflictos éticos,  se nos
plantearían diversos y complejos argumentos  con diferentes opciones que incluso
harían  cuestionarnos  la  pertinencia  o  no  de  romper  el  secreto  profesional.  Ante
diferentes escenarios tendríamos que considerar una serie de elementos que van a
condicionar las opciones para tomar la decisión de guardar la confidencialidad o no: 

• Protección del menor y de otras posibles víctimas garantizándoles su seguridad:
en ocasiones, una denuncia que sea precipitada, con escasa falta de pruebas u
otros condicionantes puede que al final no prospere de la forma más favorable y
compliquemos aún más la  situación  del  menor.  La detección de problemas de
salud que requieran atención especializada (trastornos de la conducta alimentaria,
adicciones graves, violencia de género…) también requerirán que el profesional le
plantee al joven la necesidad de comunicarlo a los padres. 

• Gravedad de los hechos que se pueden denunciar.  En una balanza valorar la
transcendencia de una u otra opción. Es necesario que la detección de señales de
alarma debe llevar al profesional a que intente ganarse aún más la confianza del
joven para que el abordaje y la comunicación sean más fluidas, facilitando así las
intervenciones  terapéuticas  futuras.  Pero  una  comunicación  precipitada  a  los
padres ante simples sospechas pueden dar al  traste con la confianza,  además
generar en el joven y sus padres angustias innecesarias.

• Madurez del joven: debemos considerar su edad, su estado emocional, impacto de
las coacciones que ha podido sufrir, miedos reales o irracionales, etc...; todo ello
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influirá en el grado de compromiso del joven para tomar una decisión consensuada
con el profesional y que ésta pueda actuar de forma unilateral. 

• Imperativo legal:  todos  los  profesionales  están obligados  a  denunciar  cuando
tengan conocimiento de actividades delictivas, pero la misión de los profesionales
socio-sanitarios no es perseguir delitos, su objetivo es mejorar la salud y la calidad
de vida de las personas; por ello deberán sopesar siempre que las consecuencias
de  una  comunicación  a  las  autoridades  pudieran  traer  consigo  más  o  menos
problemas que la de no comunicarlo.  Por otra parte,  la Ley Orgánica 1/196 de
Protección  Jurídica  del  Menor  alega  en  su  artículo  2  que  “todo  menor  tiene
derecho a que su interés superior sea valorado y considerado como primordial en
todas las acciones y decisiones que le conciernan, tanto en el ámbito público como
privado”,  por  lo  que también se argumenta en esta ley  que la  mejor  forma de
garantizar  social  y  jurídicamente  la  protección  a  la  infancia  es  promover  su
autonomía  como sujeto.  El  auténtico  respeto  a  la  autonomía  implica  evitar  la
práctica  de  la  medicina  defensiva,  que  significa  anteponer   la  seguridad  del
profesional por delante del interés del paciente (Canimas, 2017). 

Por  todo  lo  expuesto,   es  importante  que,  desde  el  inicio  de  la  intervención,  el
profesional deje bien claro al menor el respeto que se le debe  a su confidencialidad,
así como de las posibles excepciones a esta confidencialidad. Lo más idóneo es la
decisión conjunta con el menor, informándoles de los pasos que se pueden dar, sin
presionarlo para que cuente o haga algo para lo que no está preparado, explorando su
disposición a colaborar y facilitando sus recursos y autonomía para mejorar su salud. 

INTERVENCIÓN INDIVIDUAL Y GRUPAL EN MENORES

Introducción 

Las  intervenciones  educativas  en  jóvenes  para  darle  respuesta  adecuada  a  sus
necesidades  relacionadas  con  la  salud,  ya  sean  éstas  de  forma  particular  en  la
asesoría o ya sean en grupos, deberán adaptarse a varios condicionantes que pueden
partir  del  perfil  del  profesional,  del  entorno  donde  se  desarrollan  y  de  las
características del menor; ya que éste puede estar en diferentes etapas evolutivas y
de desarrollo. También su conducta es muy variable dependiendo de que se encuentre
solo  o  en  compañía  de  sus  compañeros  o  amigos.  El  profesional  deberá  ofrecer
siempre la mejor atención posible que fomente la salud de los jóvenes, haciendo que
se ajuste a los principios éticos y morales, respete las decisiones de los menores y sus
padres y que dentro del marco jurídico promueva su beneficio evitando, consecuencias
negativas  innecesarias  fruto  de  nuestra  actuación  o  de  una  inhibición  de  nuestra
responsabilidad de intervenir.

Valoración de la madurez y la capacidad 

La evaluación de la madurez deberá ser un proceso continuo puesto que evoluciona
con la edad y el desarrollo, y fluctúa a lo largo del tiempo al verse modificada por los
estado  afectivos  y  emocionales.  La  valoración  de  la  madurez  se  hará  siempre
relacionada con un hecho concreto, puesto que para algunos aspectos el joven puede
estar suficientemente maduro y para otros no. 
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La madurez deberá ser valorada por un médico con el fin de constatar si su grado de
madurez y discernimiento son adecuados y suficientes para otorgar un consentimiento
para  un  supuesto  concreto.  Esta  valoración  tiene  la  consideración  de  ser  un
diagnóstico puramente médico-psicológico, no exento de una cierta subjetividad. En
nuestro derecho la determinación de la madurez entendida como grado de desarrollo
alcanzado por el menor para poder tomar decisiones con “capacidad y competencia”,
debe hacerla el  médico en cada caso concreto.  La madurez de la personas,  sean
menores o no, se debe medir por su capacidad de juzgar y valorar las situaciones,
sobre  todo  de  aquellas  que  puedan  afectar  a  su  salud  o  a  su  vida.  Habrá  que
confrontar  esta  valoración  con  una  mentalidad  más  abierta,  con  disposición  de
fortalecer  las  capacidades  en  vez  de  actuar  subjetivamente  para  anularle  dichas
capacidades.  Se deben ofrecer  al  joven comprensión  y  posibilidades  de ayudar  a
tomar una decisión que puede ser de suma transcendencia y tiene que tomarla en una
fase tan compleja y problemática de su vida.

Valorar  el  nivel  de  capacidad  que  se  precisaría  para  consentir  o  denegar  una
intervención sanitaria puede cambiar según sea aceptar o denegar una intervención
que  puede  ser  de  riesgo  o  no.  Por  ejemplo,  si  la  decisión  es  para  aceptar  una
intervención de beneficio alto se exigiría un nivel bajo de competencia, al igual que si
la decisión tuviera que ser rechazar una intervención de alto riesgo. Al contrario se
exigiría un nivel alto de competencia ante un rechazo de una intervención beneficiosa
o aceptación de una intervención de alto riesgo que incluso pudiera comprometer la
vida 19.

Hay exclusiones legales a la capacidad de decisión que serían: interrupción voluntaria
del embarazo, participación del menor en ensayos clínicos, técnicas de reproducción
asistida e instrucciones o voluntades anticipadas.

El menor en la asesoría 

En todas las visitas a la asesoría de salud deberá existir flexibilidad y adaptación a las
necesidades individuales, facilitando su accesibilidad y las posibilidades de volver a
consulta  cuando lo  necesite.  Hay  consolidar  una relación  de confianza,  mostrando
interés y una sincera preocupación. El trato deberá desarrollarse con sensibilidad y
actitud de escucha empática. Hacerle que se sienta una persona madura, escuchando
sin prejuicios, tomando en consideración sus comentarios. Cualquier crítica deberá ir
dirigidos  a  la  conducta  perjudicial  y  no  directamente  a  la  persona.  Observar  la
comunicación no verbal que nos información sobre su actitud en la entrevista y de los
cambios que se produzcan a lo largo de ella que nos darán pista de aquellos temas
que más le afecten. Hay que evitar identificarse y hacerle partícipe de experiencias
vitales propias. Mostrarse neutral y cuando se le ofrezca algún consejo será dentro de
una relación de profesionalidad y no de amistad. Felicitar siempre por las conductas
saludables, o progresos que vaya haciendo como son los cambios en los hábitos de
vida o la disminución en la toma de tóxicos, por ejemplo. 

La confidencialidad deberá asegurarse siempre ya que desde el punto de vista ético y
legal el profesional tiene el deber de guardar el secreto de la información recibida y
sólo en el caso de que suponga un peligro grave para la vida o salud del joven o parar
terceras personas, la confidencialidad profesional podrá ser quebrantada. Se deberá
evitar tomar notas, programando el tiempo suficiente para que la premura no precipite
la entrevista y el joven entienda que no consideramos importante su problema. Si se
considera oportuno se le puede ofrecer una entrevista a solas, haciendo esperar a los
acompañantes a que esperen afuera. No dejarse llevar por la hostilidad que pudiera
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mostrar, ya que el profesional no es motivo de su rechazo, pero debe estar capacitado
para identificar el motivo y poder actuar más eficazmente. Si hubiera hostilidad suele
ser eficaz cambiar de tema por un tiempo y abordarlo más adelante 42. 

Pero también debemos tener en consideración que en la entrevista hay condicionantes
que nacen del profesional. Cuando lo que se plantean son problemas morales, pudiera
ocurrir que los profesionales sientan un miedo que les genere angustia y que dispare
unas  estrategias  inconscientes  de  defensa;  así  pudiera  verse  tentado  a  adoptar
actitudes  rígidamente  impositivas,  o  bien,  optar  por  posturas  despreocupadamente
permisivas.  El  profesional  deberá  presentar  posturas  responsables,  basadas en  la
deliberación participativa, escucha atenta, el respeto de las opiniones y la búsqueda
de actitudes razonables y prudentes.

La deliberación con el adolescente que muestre madurez deberá llevar unas líneas
maestras  que  serían:  escuchar  atentamente  (la  angustia  no  deja  por  lo  general
escuchar  al  otro,  precisamente  porque  se  tiene  miedo  de  lo  que  pueda  decir),
comprender  la  situación,  analizar  sus  valores,  argumentar  racionalmente  sobre  el
curso que tomaría una determinada decisión, aclararle el marco legal, aconsejar de
forma no directiva, ofrecer ayuda siempre aunque no coincidan las decisiones y derivar
si  la  situación  lo  requiriera.  La  deliberación  con los padres es  de  sumo interés
puesto que van a ser partícipes en el proceso de la toma de decisiones; pero cuando
esto no es posible puesto lo que está en juego son los derechos de la personalidad del
adolescente  relacionados  con  la  intimidad  espiritual,  corporal  o  sexual,  no  es
aconsejable que el  profesional  ponga el  asunto en conocimiento de los padres en
contra de la voluntad del joven cuando éste es suficientemente maduro, salvo casos
de imperativo legal.

Conflictos en las decisiones

Si un hijo menor de edad sí quiere someterse a una intervención sanitaria y los padres
se oponen, bastará el consentimiento del menor si tiene capacidad suficiente, pero si
su capacidad es insuficiente y dicha intervención es necesaria para la protección de la
salud del menor, y no es urgente, se pondrá en conocimiento del Juez. Si es urgente,
se puede actuar (estado de necesidad) contra la voluntad de los padres. En aquellos
casos que existe duda sobre la capacidad del menor va a depender de la decisión más
protectora  para  la  salud  del  menor  de  edad;  así,  si  los  padres  prestan  su
consentimiento para la más intervención beneficiosa para la salud serán ellos lo que
decidan. Si el joven optaba por la decisión más beneficiosa, los sanitarios intervendrán
en ese sentido.

Si un hijo menor de edad no quiere someterse a una intervención sanitaria en contra
de la opinión de los padres que sí la aceptan, se respetará su decisión si con ello no
corre peligro la vida. Si existe riesgo grave para la salud o la vida primará el interés del
menor; así si la intervención es de urgencia se actuará (estado de necesidad) y si la
situación no es urgente se solicitará autorización judicial. 

Si  el  hijo  menor  de  edad  y  los  padres  no  quieren  que  aquel  se  someta  a  una
intervención  sanitaria  y  esto  no  afectaría  gravemente  a  la  salud  del  menor,  se
respetaría la decisión de ellos. Si la decisión de no intervenir va gravemente en contra
de la  salud del  menor   y es urgente,  se intervendría (estado de necesidad).  Si  la
actuación  no  es  urgente  pero  necesaria  y  uno  de  los  padres  accede,  se  puede
intervenir; si no fuera así se pondrá en conocimiento de la Autoridad Judicial. (Tabla X)
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TABLA X.-  CONSENTIMIENTO EN INTERVENCIONES SANITARIAS EN MENORES

PADRES O TUTORES CONSIENTEN PADRES O TUTORES  NO CONSIENTEN

MENOR
CONSIENTE

MENOR
CAPAZ

Se interviene

Se interviene

(Salvo ensayos clínicos, IVE y técnicas de

reproducción asis�da)

MENOR
NO CAPAZ

Se interviene

URGENTE NO URGENTE

Se interviene

(Estado de necesidad)

Autorización del

juez 

DUDA
CAPACIDAD

Se interviene
Se opta por la opción más beneficiosa para

el menor

MENOR 
NO 

CONSIENTE

MENOR
CAPAZ

RIESGO VITAL

NO RIESGO

VITAL,

 NO
URGENTE

RIESGO VITAL 
NO RIESGO

VITAL,

NO URGENTE

URGENTE NO URGENTE

URGENTE
NO

URGENTE Se

interviene

(Estado de

necesidad)

Autorización

del juez o de

uno de los

progenitores

NO se

interviene
Se

interviene

(Estado de

necesidad)

Autorización

del  juez 

NO se

interviene

MENOR
NO CAPAZ

Se interviene

DUDA
CAPACIDAD

Se opta por la opción más beneficiosa

para el menor

Signos de alerta en la atención a jóvenes

Existen una serie de signos de alerta en jóvenes y adolescentes relacionados con la
adicción a sustancias, trastornos de conducta alimentaria, violencia de género, acoso
escolar, conductas adictivas a juegos en línea y videojuegos y acosos en la red, que
pueden consultarse de forma detallada en el enlace de la pagina 39 “Signos de alerta
en la atención a Jóvenes”, de la Guía Forma Joven para profesionales de salud 

Intervenciones grupales en menores

Las intervenciones grupales deben programarse como actividades que favorezcan el
aprendizaje aprovechando las interacciones que se dan entre los asistentes; por ello
deben  permitir  la  participación,  la  cooperación  y  la  integración  promoviendo  las
habilidades  sociales  de  los  participantes.  Para  que  la  actividad  sea  lo  más
enriquecedora posible debemos observar unas mínimas recomendaciones generales
para que ésta se desarrolle posibilitando la mayor cobertura de los objetivos docentes
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y de promoción de la salud, con un espíritu de respeto a las opiniones de todos. Los
puntos claves serían:

• Establecer  previamente  los  objetivos  de  la  intervención,  que  deben  ser
objetivos concretos, medibles y posibilistas.

• Programar  las  diferentes actividades  propuestas  y  el  orden en que se  irán
realizando.

• Al comienzo de cada sesión se deberá despertar el interés para que afloren los
deseos  de  participación  haciendo  que  sea  más  efectiva  la  intervención  al
aumentar la motivación.

• Atender  las opiniones de los participantes y  consensuándola se tendrán en
cuenta durante el desarrollo de la sesión y para futuras intervenciones 

• Emplear palabras o términos acordes a la población con la que se realiza la
intervención, pero sin caer en vulgarismo o jergas de los jóvenes. Se puedan
nombrar palabras vulgares sólo si  ayudan a la comprensión en el  contexto,
pero lo correcto es emplear siempre el sinónimo convencional.

• Fomentar un proceso de participación horizontal para que interaccionen todos
los  participantes  favoreciendo  que  se  conozcan  (si  no  se  conocían
previamente), intercambien ideas, intereses y expectativas.

• Permitir  un  tiempo  para  la  reflexión  sobre  la  utilidad  que  tienen  los
conocimientos e información para sus vidas 

• Adaptar la sesión a la complejidad de cada grupo, dependiendo de su grado de
madurez, hábitos de comunicación, grado de cohesión, capacidad de escucha,
etc. usando las técnicas que se adapten mejor.

• Adaptar  de la  temática a tratar,  ya  que cada área a  tratar  requerirá de un
formato diferente.

• El  profesional  usará  técnicas  variadas  para  que  se  vayan  cumpliendo  los
objetivos planteados para la reunión; era el facilitador para que el grupo pueda
funcionar de forma fluida y autónoma, que se respeten las elementales normas
de  convivencia  y  además  actuando  de  moderador,  supervisor,  controlando
actitudes autoritarias o sexistas que pudieran darse 43.
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